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INTRODUCCIÓN 

La carta magna, en este nuevo marco constitucional ecuatoriano, es el prisma donde 

la supremacía constitucional se refleja en todas las leyes, donde se reconoce la 

justiciabilidad   plena de todos los derechos y se define ampliamente las garantías. 

Las amplias garantías de la constitución 2008, provocan muchos pedidos de medidas 

cautelares constitucionales. Lo que genera un gran reto para la justicia ecuatoriana. Ya 

que, el Estado garantista de derechos debería procesar afirmativamente innumerables 

formas de medidas cautelares autónomas y estas a su vez enriquecerían y dinamizarían 

el derecho constitucional en el Ecuador. 

La abundante doctrina señala al periculum in mora y el fumus boni iuris, como 

presupuestos suficientes, para que jueces constitucionales admitan o inadmitan a 

trámite una medida cautelar constitucional y la Corte Constitucional recoge estos 

presupuestos para crear el procedimiento procesal que rige en las medidas cautelares 

constitucionales. 

 Es decir, para activar el sistema de garantía constitucional, el peticionario debe tan 

solo detallar el peligro al que estaría expuesto frente al tiempo que le demore al Estado 

en proteger sus derechos. Además, de demostrar en lo narrado, que tiene sentido la 

petición, el juzgador constitucional de primera instancia tendría entonces lo necesario 

para admitir una medida cautelar. 

El auxilio que puede necesitar una persona o grupos de personas para evitar o cesar la 

violación de sus derechos, se debe conseguir en sede constitucional. Entonces, una 

manera de medir el desarrollo de la cultura constitucional ecuatoriana puede revelarse, 

en la cantidad de Medidas Cautelares Autónomas (sin litis) que son admitidas. En 

cuanto a las peticiones inadmitidas, estas demostrarían más que dificultad de 
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interpretación de los hechos que ponen en peligro derechos fundamentales, poco 

desarrollo de cultura constitucional de los jueces de primera instancia y de los 

justiciables. 
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1 CAPITULO I 

1.1 DESCRIPCIÓN O DELIMITACIÓN DEL PROBLEMA 

2 Sin desnaturalizar el concepto, la fundamentación y los fines de las medidas 

cautelares; desde otras perspectivas, las medidas cautelares autónomas o en 

conjunto  pueden ser consideradas como vicios para el sistema jurídico, ya que su 

pertinencia no se admite mediante litis. 

 

3 En la práctica en la inadmisión de las peticiones de medidas cautelares como 

garantías jurisdiccionales, es posible se quebrante la finalidad basada en la 

inmediatez al “auxilio” frente a amenazas o vulneraciones de derechos 

constitucionales, cuando las resoluciones de los administradores de justicia  

constitucional de primera instancia se fundamentan en los siguientes 

cuestionamientos para admitir o inadmitir peticiones de medidas cautelares: 

4 A: ¿Los hechos narrados en la petición de medidas cautelares constitucionales 

afectan o afectarían derechos? 

5 B: ¿La petición planteada debe ser resuelta en justicia ordinaria? 

6 El punto es que estos dos cuestionamientos traen consigo cuatro alternativas 

lógicas: 

7  

8 Analizando la cuarta alternativa de la tabla lógica, cuando los dos 

cuestionamientos A y B sean verdaderos “A= VERDADERO y B= 

VERDADERO”, esta opción trae consigo un conflicto de actualidad que es en el 

cual se basa la descripción del problema de estudio; ya que, existen resoluciones 

A B RESOLUCIÓN 

FALSO FALSO INADMITE

FALSO VERDADERO INADMITE

VERDADERO FALSO ADMITE

VERDADERO VERDADERO CONFLICTO
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de jueces de primera instancia constitucional que ante este conflicto, inadmiten las 

peticiones.  

9 Entonces, abordaremos el estudio de las dos posibles decisiones del administrador 

de justicia frente a la alternativa cuarta donde  A y B  son verdaderas: 

a. Sí el reclamo es admitido: significa que a pesar de que exista soluciones en 

vía ordinaria lo que prima en la resolución judicial, es la afectación o 

posible afectación a  derechos constitucionales.  

b. Sí el reclamo es inadmitido, significa que la resolución judicial no evita 

que existan conductas que vulneren o podrían vulnerar derechos 

constitucionales y deja al caso constitucional para que primero la justicia 

ordinaria en litis resuelva.; 

En este sentido, en el caso de estudio se analizarán las contradicciones en el 

procedimiento constitucional en lo referente a la admisión, inadmisión y el efecto de 

la revocatoria y apelación de las medidas cautelares en la causa No. 09209-2019-

01028.  

  

1.2 OBJETIVOS 

 

1.2.1 Objetivo General.   

Para plantear el objetivo general abordaremos la doctrina involucrada en los temas de 

las medidas cautelares en el Ecuador, para luego centrarse en la idea principal, que es, 

si la petición de  tutela cautelar a la luz de la LOGJCC se inadmite,  debe discutirse 

esa petición en justicia ordinaria. 
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1.2.2 Objetivos Específicos. 

A) Determinar los factores comunes y específicos que sirven a los administradores de 

justicia constitucional de primera instancia, para la toma de una posición 

determinada en la petición de media cautelar autónoma. 

 

B) Conocer la naturaleza jurídica de las acciones constitucionales, ya que su campo 

de litis se reserva para la defensa de derechos fundamentales. 

 

C) Estudiar la urgencia, la inmediatez o la celeridad como presupuestos suficientes 

para evitar se consume o se elimine el solo hecho de una amenaza a vulnerar un 

derecho constitucional. 

 

D) Conocer de la jurisprudencia constitucional y la influencia en la forma en que 

deciden los jueces constitucionales. 

 

 

1.3 JUSTIFICACIÓN 

Con el afán de determinar lo que mejor se aplique a nuestro caso de estudio, 

definiremos el concepto de eficacia según la RAE (Real Academia Española), que lo 

define como: “Capacidad de lograr el efecto que se desea o se espera”; y la eficiencia 

según la RAE, se define como: “Capacidad de disponer de alguien o de algo para 

conseguir un efecto determinado” 

En ese sentido, hablando en términos de urgencia, si planteamos a la eficiencia como 

uno de los ejes de las medidas cautelares autónomas, significaría que la urgencia de 

protección se subordinaría a la búsqueda de la eficiencia; por lo tanto, para proveer 
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tutela cautelar se requeriría disponer de “algo o alguien” en todos los efectos para su 

aplicación. Es decir, la sola inexistencia de ese “algo o alguien” inadmitiría una 

petición de tutela cautelar, desnaturalizando a esta garantía constitucional. Es decir, la 

eficiencia tiene que ver con la capacidad de disponer de alguien o algo para conseguir 

un efecto determinado. 

Por otro lado, el concepto de eficacia tiene que ver con hacer las cosas que mejor 

conducen a la consecución de los resultados; por lo tanto, si planteamos a la eficacia 

como uno de los ejes de las medidas cautelares, significaría que la urgencia de 

protección en el sentido de la eficacia le daría las herramientas a los administradores 

de justicia constitucional para hacer las cosas que mejor conduzcan a evitar o cesar la 

vulneración a derechos constitucionales.  

“Ello así, las providencias cautelares representan una conciliación entre dos 

exigencias de la justicia frecuentemente opuestas, la celeridad y la ponderación: entre 

hacer las cosas pronto pero mal, y hacerlas bien, pero tarde, las providencias cautelares 

procuran, ante todo, hacerlas pronto, dejando que el problema del bien y el mal, esto 

es, el de la justicia intrínseca de la decisión, se resuelvan más tarde, con la necesaria 

ponderación, en las reposadas formas del proceso ordinario.” (Marcheco, 2017, pág. 

264) 

Frente a este panorama la doctrina procesal constitucional debe considerar la 

supremacía de la eficacia cuando de derechos constitucionales se trata; ya que el 

campo en que se debaten derechos es en sede constitucional, y la mera legalidad se 

discute en justicia ordinaria o administrativa. No existiendo razones suficientes para 

obviar la urgencia que requiere un tema constitucional, ya que, cuando de derechos se 

trata, la medida cautelar puede admitirse, incluso habiendo salida en justicia ordinaria. 
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2 CAPITULO II 

2.1  ANTECEDENTES DE LAS MEDIDAS CAUTELARES EN EL ECUADOR 

Por decreto legislativo el 11 de agosto de 1998 se adoptó la décimo novena 

constitución en la República del Ecuador, en esa época nació el Ecuador como un 

Estado social de derecho, un  Estado de leyes; en donde por primera vez se manifiestan 

las medidas urgentes, que eran una forma de medidas cautelares, que limitaban los 

actos administrativos de la autoridad, en lo referente a lo ilegitimo de un acto u 

omisión que amenace con un daño grave, viole o pueda violar un derecho 

constitucional. 

“Artículo 1.- El Ecuador es un estado social de derecho, soberano, unitario, 

independiente, democrático, pluricultural y multiétnico. Su gobierno es republicano, 

presidencial, electivo, representativo, responsable, alternativo, participativo y de 

administración descentralizada. […]” (ECUADOR, 1998)  

“Artículo 95.- Cualquier persona, por sus propios derechos o como representante 

legitimado de una colectividad, podrá proponer una acción de amparo ante el órgano 

de la Función Judicial designado por la ley. Mediante esta acción, que se tramitará en 

forma preferente y sumaria, se requerirá la adopción de medidas urgentes destinadas 

a cesar, evitar la comisión o remediar inmediatamente las consecuencias de un acto u 

omisión ilegítimos de una autoridad pública, que viole o pueda violar cualquier 

derecho consagrado en la Constitución o en un tratado o convenio internacional 

vigente, y que, de modo inminente, amenace con causar un daño grave. También podrá 

interponerse la acción si el acto o la omisión hubieren sido realizados por personas 

que presten servicios públicos o actúen por delegación o concesión de una autoridad 

pública…” (ECUADOR, 1998) 

“Es necesario indicar que la institución, garante por excelencia de los derechos fundamentales 

en la Constitución de 1998, acción de amparo constitucional, a nivel jurisprudencial e incluso 
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por vía interpretativa de la Ley efectuada por la entonces Corte Suprema de Justicia a través 

de sus resoluciones en materia de amparo, asimiló a esta garantía (amparó), a una medida 

cautelar en su concepción clásica, desde el momento en que no reparaba integralmente una 

violación de los derechos constitucionales y no se preveía la práctica de pruebas; solamente 

cesaba y evitaba una violación  proveniente de actos u omisiones de autoridad pública y de 

los particulares en determinados supuestos, suspendiendo provisionalmente o definitivamente 

los efectos de tales actos u omisiones. En este caso supuesto, la actual acción de medidas 

cautelares prevista en la Constitución del 2008 es lo que en su momento fue la acción de 

amparo constitucional prevista en la Constitución de 1998 quedando la acción de protección 

como una acción de conocimiento, de fondo y reparadora de los derechos.” (Sentencia No 

034-13-SCN-CC, Caso No 0561-12-CN ) 

El reciente Estado nace con la constitución del 2008, cuyo deber fundamental es 

garantizar los derechos a las personas naturales, jurídicas y a la naturaleza misma. 

Además, la norma constitucional define que el estado es responsable de la provisión 

de servicios públicos. La misma norma constitucional afirma que los sujetos de 

derecho: personas naturales y jurídicas, pueden contraer obligaciones. Esta norma 

constitucional declara que el Ecuador es un estado constitucional de derechos y 

justicia, para luego de una extensa definición de derechos, en el Título III de las 

Garantías Jurisdiccionales, crea disposiciones comunes para las garantías 

jurisdiccionales, y por primera vez aparecen las medidas cautelares constitucionales 

en su artículo 87. 

“Art3.- Son deberes primordiales del estado: 1. Garantizar sin discriminación alguna 

el efectivo goce de los derechos establecidos en la Constitución y en los instrumentos 

internacionales, en particular la educación, la salud, la alimentación, la seguridad 

social y el agua para sus habitantes.” (CRE, 2008) 
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“Art 314.- El Estado será responsable de la provisión de los servicios públicos de agua 

potable y de riego, saneamiento, energía eléctrica, telecomunicaciones, vialidad, 

infraestructuras portuarias y aeroportuarias, y los demás que determine la ley. 

El Estado garantizará que los servicios públicos y su provisión respondan a los 

principios de obligatoriedad, generalidad, uniformidad, eficiencia, responsabilidad, 

universalidad, accesibilidad, regularidad, continuidad y calidad. El Estado dispondrá 

que los precios y tarifas de los servicios públicos sean equitativos, y establecerá su 

control y regulación.” (CRE, 2008) 

“Art. 1.- El Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, 

democrático, soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se 

organiza en forma de república y se gobierna de manera descentralizada.[…]” (CRE, 

2008) 

2.2  DEFINICIÓN DE MEDIDAS CAUTELARES 

La credibilidad del sistema judicial se menoscaba en la lentitud de los procesos y 

procedimientos que enfrentan los justiciables para conseguir justicia, esto provoca que 

el sistema se repiense dentro de la ineficacia manifiesta de los procedimientos, 

encontrando en las medidas cautelares una salida, una respuesta o una forma de 

compensar la urgencia de justicia constitucional, que en el mejor de los sentidos, se 

acerca más a lo que se espera de la justicia y del sistema judicial. La medida cautelar 

se convierte entonces en una garantía jurisdiccional, que responde a la urgencia, 

confianza y justicia que se espera del sistema judicial. 
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2.3  FINALIDAD DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 

La finalidad de las medidas cautelares se encuentra en satisfacer la urgencia de las 

solicitudes de justicia constitucional, responder a la credibilidad del sistema y 

proyectar la eficacia del sistema procesal constitucional.  

 

2.4  OBJETO DE MEDIDAS CAUTELARES. 

“Las medidas cautelares tendrán por objeto evitar o cesar la amenaza o violación de los 

derechos reconocidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales sobre 

derechos humanos. Las medidas cautelares deberán ser adecuadas a la violación que se 

pretende evitar o detener, tales como la comunicación inmediata con la autoridad o 

persona que podría prevenir o detener la violación, la suspensión provisional del acto, la 

orden de vigilancia policial, la visita al lugar de los hechos. En ningún caso se podrán 

ordenar medidas privativas de la libertad.” (LOGJCC L. L., 2015) 

 

2.5  CARACTERÍSTICAS DE LAS MEDIDAS CAUTELARES  

Lo que caracteriza a las tutelas cautelares constitucionales es: la sencillez para 

interponer los reclamos a las amenazas o violaciones a derechos, la facilidad para 

acceder al sistema judicial constitucional por medio de cualquier juzgador de justicia 

ordinaria; ya que, tras un reclamo de derechos fundamentales cualquier juez se puede 

convertir en juez constitucional para de una forma rápida y oportuna sustanciarse en 

favor de la protección de derechos. Y, pueden proponerse en forma conjunta a las 

garantías jurisdiccionales o de manera autónoma a estas. 

En la práctica, las medidas cautelares se caracterizan por: 
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2.5.1 Provisionalidad.  

Las medidas cautelares son resoluciones judiciales que se ordenan para que duren el 

tiempo en que dure la amenaza o el tiempo que dure la subsanación o reparación a una 

violación a derechos constitucionales. 

 “Las providencias cautelares están siempre destinadas a durar por un tiempo limitado. 

En efecto, cuando el proceso principal llega a su conclusión, desaparece el problema 

mismo en virtud del cual se concedieron; o el derecho ha sido reconocido existente, y 

podrá recibir plena satisfacción; o bien ha sido declarado inexistente y la medida 

cautelar deberá ser revocada”. (Liebman, pág. 163) 

2.5.2 Tramitación Sumaria. 

En la tramitación sumaria el proceso es rápido en todas sus etapas y se resuelve en el 

campo de las garantías; es decir, la rapidez radica en admitir si existe o no trasgresión 

o amenaza a derechos, independientemente de lo que dentro de sus procedimientos 

tenga que resolver la justicia ordinaria. 

La sumariedad en el campo constitucional está implícita en su tramitación; ya que 

cando se trata de una medida cautelar el debate en litis no existe, es suficiente con la 

apariencia de buen derecho que sea interpretada por el juez; además el tiempo de 

admisión de una petición de medida cautelar es directamente proporcional al tiempo 

en que demore la interpretación del juzgador. Y en el caso de apelaciones, el debate o 

el análisis es más corto que cualquier otro procedimiento, porque él único tema que se 

debe discutir, es si se trata o no de derechos o de sus formas.  

“Ya dijimos, las medidas cautelares no requieren cognición plena porque no resuelven 

sobre el asunto principal: por lo tanto, su trámite es muy sumario y sencillo porque las 

circunstancias de tutela así lo exigen. Proceso cautelar que demore en su trámite no 

cumplirá los fines para los cuales fue instituido.” (Cueva Carrión, 2012, pág. 50) 
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2.5.3 Instrumentalidad. 

La característica de instrumentalidad radica en que la resolución de la justicia constitucional 

en sí misma es incompleta, por decirlo así, la admisión de la tutela constitucional no es el fin 

último para obtener justicia; ya que mediante litis se deben resolver los temas de justicia 

ordinaria, con la cual se obtendría la totalidad de la sentencia. 

En la mayoría de los procedimientos la instrumentalidad la podemos notar con facilidad 

porque la providencia cautelar es una parte de la resolución de la sentencia; es decir, el 

administrador de justicia con una visión prospectiva de la sentencia admite la tutela cautelar 

disminuyendo así el impacto de la transgresión a la contraparte. 

En las medidas cautelares autónomas, aquellas que no se interponen junto a las garantías 

constitucionales, la instrumentalidad no siempre contiene el mismo significado; ya que existen 

providencias cautelares, que con la resolución de admisión proveen justicia en su totalidad; en 

ese sentido, existen resoluciones de admisión de peticiones de medidas cautelares dictadas por 

jueces constitucionales que son equivalentes a sentencias.  

“Ya que no constituyen un fin en sí mismas, sino que su función es la de asegurar el 

resultado de la causa principal. Esta instrumentalidad no significa pendencia del 

proceso principal, sino que basta con que tribute a él. Por tanto, puede ser autónomo 

respecto de aquel, pues una cosa seria la pretensión declarativa o de condena y otra la 

cautelar, que respondería a fundamentos distintos.” (Marcheco Acuña, 2017, pág. 

272) 

“Las medidas cautelares en los procesos constitucionales se caracterizan por su 

instrumentalidad, pues buscan asegurar la efectividad del derecho fundamental 

demandado en el marco de un debido proceso.” (Quiroga Leon, 2005). 
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2.5.4 Fungibilidad. 

Las medidas cautelares pueden ser fungibles en tanto y en cuanto las providencias 

tutelares puedan cambiar o modificarse dinámicamente en sí mismas, a fin de 

garantizar la eficacia de la medida. 

“En el sentido de que algunas pueden ser sustituidas unas por otras, según se quiera 

mayor o menor intensidad de la tutela.” (Marcheco Acuña, 2017, pág. 272) 

2.5.5 Funcionalidad. 

La funcionalidad como característica de las medidas cautelares se manifiesta en la 

capacidad de adecuarse a los diferentes tipos de decisiones encaminadas a la búsqueda 

de tutela efectiva.  

“Pues deben adaptarse a la naturaleza de la acción que se pretende ejercitar.” 

(Marcheco Acuña, 2017, pág. 272) 

 

2.6  PRESUPUESTOS DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 

Abundante doctrina define como presupuestos naturales para que procedan las 

medidas cautelares al peligro en la demora y a la verosimilitud fundada de la 

pretensión; que en el vocablo latín son: periculum in mora y fumus boni iuris. 

La Corte Constitucional, en el Caso 0561-12 SCN, recoge los presupuestos de peligro 

en la demora y a la verosimilitud fundada de la pretensión, para definirlos como  

presupuestos de concesión de medidas cautelares. 

2.6.1 El peligro en la demora. 

La naturaleza jurídica de las acciones constitucionales se reserva excluyentemente, a 

aspectos de derechos fundamentales y está diseñada para activar el sistema 

constitucional ante el peligro en la demora. 



14 

 

La real academia de lengua define a la demora como tardanza, dilación o retraso. En 

este sentido, el sistema constitucional se activa con una simple petición del accionante 

que se ve afectado en sus derechos ante la tardanza procesal, dilación de la justicia o 

retraso en recibir lo que le corresponde. 

“Este presupuesto se encuentra referido, tal como sostiene Vecina Cifuentes, 

al daño constitucional que se produciría y agravaría por el transcurso del 

tiempo si la medida no fuera adoptada, privando así de efectividad a la 

sentencia que pongan al proceso.” (CIFUENTES, pág. 179) 

“Por ello, deben existir indicios suf icientes para pensar que, de esperarse a 

obtener el fallo definitivo en el proceso constitucional, se agravaría 

considerablemente, o de modo irreparable, el derecho constitucional 

involucrado.” (CASTILLO CÓRDOVA, pág. 271) 

2.6.2 Verosimilitud fundada en la Pretensión. 

La verosimilitud de la pretensión se trata del poder otorgado al reclamante para 

accionar al sistema constitucional con la sola apariencia de que, lo que manifiesta en 

su petición tiene una relativa certeza.  

“Verosimilitud fundada en la pretensión, entendida como una presunción razonable 

respecto de la verdad de los hechos relatados en la solicitud.” (Sentencia No 034-13-

SCN-CC, Caso No 0561-12-CN ) 

“Las medidas cautelares no exigen un examen de certeza sobre la existencia del 

derecho pretendido sino solo en grado de una aceptable verosimilitud, como la 

probabilidad de que éste exista y no como una incuestionable realidad que solo se 

logra al agotarse el trámite, si bien aquella debe resultar de los elementos incorporados 

al proceso que objetivamente y prima facie lo demuestre.” (Kielmanovich, 2000, pág. 

51) 
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2.7   PRESUPUESTOS PROCESALES DE LAS MEDIDAS CAUTELARES  

En el marco de los principios que rigen la procedencia de las medidas cautelares, 

las formas en que se pueden sustanciar constituyen los presupuestos procesales 

sobre los que pueden proponerse las medidas cautelares constitucionales, estas 

son: En conjunto (que se interponen con las acciones constitucionales 

garantizadoras de derechos) y las autónomas o independientes que no necesitan de 

otro procedimiento para su admisión. 

“El procedimiento por el que se deben tramitar las medidas cautelares es sumarísimo, 

regido por los principios de la informalidad, sencillez, oralidad, rapidez y eficacia, en 

todas sus fases e instancias. Está regulado en el artículo 86 de la CRE y en los artículos 

31 a 38 de la LOGJCC. También se aplican las normas comunes de la misma ley 

contempla para todas las garantías jurisdiccionales de los derechos.” (Guarderas, 

2014) 

2.7.1 Inaudita Altera Pars. 

3 La Inaudita altera pars, es un principio procesal que junto a los principios de 

celeridad, inmediatez, urgencia; sirven al juzgador constitucional, para emitir 

resoluciones sin correr traslado a la contraparte. 

4 “Las medidas cautelares se conceden inaudita par, esto es, como lo dispone la 

LOGJCC, se ordenan y luego se comunican al destinatario. Y ello debe ocurrir 

en los dos casos posibles de medidas cautelares, en conjunto y autónomas.” 

(Sentencia No 034-13-SCN-CC, Caso No 0561-12-CN , pág. 18) 

5 “Inaudita altera pars, es una locución latina que significa literalmente sin oír a la otra 

parte, y que tiene vigencia en los casos en que se resuelve una pretensión sin el 

conocimiento de la contraparte.” (Oré Guardia, 2018) 
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2.7.2 Revocatoria. 

3 En todos los casos de medidas cautelares la revocatoria es un procedimiento procesal 

constitucional que se aplicará luego del cumplimiento material de la resolución del 

juzgador y luego de que haya cesado la amenaza o violación de derechos; o, en el caso 

de que se demuestre que no hayan existido méritos para su resolución, se ordenara la 

revocatoria. 

4 “La persona o institución destinataria de la medida puede solicitar su revocatoria, ante 

el mismo juez que la dicto, en tres casos: a) cuando se haya evitado o interrumpido la 

violación de derechos; esto es cuando la medida cumplió su finalidad, o b): que hayan 

cesado los requisitos previstos en la Constitución de la república y en la LOGCC, o c): 

cuando demuestre que no tenían fundamento. En todos los casos, se deben presentar 

hechos o argumentos que la sustenten.” (Guarderas, 2014, págs. 95, 96) 

2.7.3 Aclaración o Ampliación. 

De acuerdo a las disposiciones finales de la Ley Orgánica de Garantías jurisdiccionales 

y control social, la norma supletoria aplicable al procedimiento constitucional es el 

Código Orgánico General de Procesos, que en su artículo N° 253 menciona: 

“La aclaración tendrá lugar en caso de sentencia oscura. La ampliación procederá 

cuando no se haya resuelto algunos los puntos controvertidos o se haya omitido decidir 

sobre frutos intereses o costas” (COGEP, 2015, pág. 94) 

2.8   MEDIDA CAUTELAR COMO GARANTÍA FUNDAMENTAL 

Sin necesidad de un profesional del Derecho, cualquier persona puede accionar al 

sistema jurídico constitucional, mediante medidas cautelares, cuya finalidad está 

orientada en la inmediatez que favorezca y facilite la consecución de tutelas que eviten 

o cesen la violación de derechos fundamentales. 
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“Art. 86.- Las garantías jurisdiccionales se regirán, en general, por las siguientes 

disposiciones: 1. Cualquier persona, grupo de personas, comunidad, pueblo o 

nacionalidad podrá proponer las acciones previstas en la Constitución.” (CRE, 2008) 

“Art. 87 C.R.E..- Se podrán ordenar medidas cautelares conjunta o 

independientemente de las acciones constitucionales de protección de derechos, con 

el objeto de evitar o hacer cesar la violación o amenaza de violación de un derecho.” 

(CRE, 2008) (CRE, 2008) 

Las peticiones de medidas cautelares independientes se caracterizan por la 

informalidad a tal punto que pueden ser recibidas oralmente ante cualquier juez del 

sistema jurisdiccional, de la misma forma rige la informalidad para los escritos de 

solicitudes de medidas cautelares; pero no están exentas de “formalidades subjetivas”, 

ya que un reclamo o petición debe contener de forma sucinta pero clara la narración 

de los hechos y la pretensión en concreto y otros generales de ley. 

Para el caso de las medidas cautelares en conjunto, se interpone la peticione de 

medidas cautelares en la demandad de acción de protección, y la procedencia de la 

tutela se la conoce a la fecha de la admisión de la acción de protección.  

 
“Cuando se solicitan de manera autónoma, la jueza o juez constitucional “verifica por la sola 

descripción de los hechos que se reúnen los requisitos previstos en esta ley, otorgará 

inmediatamente las medidas cautelares correspondientes”, sin que para ello se deban exigir 

pruebas, conforme lo establece el artículo 33, primer inciso de la LOGJCC.” (Sentencia No 

034-13-SCN-CC, Causa No. 561-12-CN, 2013, pág. 18) 

2.9   MARCO JURÍDICO DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 

AUTÓNOMAS  
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El artículo 162 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional, que menciona:  

“Efectos de las sentencias y dictámenes constitucionales.- Las sentencias y  dictámenes 

constitucionales son de inmediato cumplimiento, sin perjuicio de la interposición de los 

recursos de aclaración o ampliación, y sin perjuicio de su modulación.”. (LOGJCC L. 

L., 2015) 

Para que opere providencia de una garantía jurisdiccional de conocimiento, la Corte 

Constitucional en la Sentencia No 034-13-SCN-CC, dentro de la causa No 0561-12-

CN, dispuso lo siguiente: 

“… h) La jueza o juez tienen la obligación de garantizar el cumplimiento y 

ejecución de las medidas cautelares, hacer el seguimiento de las mismas, e 

informar a las partes sobre la necesidad de mantener las medidas.; 5. Poner en 

conocimiento del Consejo de la Judicatura la presente sentencia, a fin de que en 

el marco de sus competencias y atribuciones, realice una debida, oportuna y 

generalizada difusión de esta sentencia en las instancias pertinentes de la 

Función Judicial.; 6. Poner en conocimiento de la Fiscalía General del Estado y 

del Consejo de la Judicatura esta sentencia para los fines pertinentes.” (Sentencia 

No 034-13-SCN-CC, Causa No. 561-12-CN, 2013) 

Sobre este particular la Corte Constitucional menciona en la sentencia 045-13-SEP-

CC. 15-ago-2013. RO-S 64: 22-ago-2013, resuelve: 

“4. En ejercicio de la competencia establecida en el   artículo 436 numerales 1 y 6 de la 

Constitución de la República, expedir la siguiente regla jurisprudencial: 

Dentro de las garantías jurisdiccionales, cuyo conocimiento les corresponde a los jueces 

de primera instancia conforme lo prescrito en el artículo 86, numeral 2 de la 

Constitución de la República, el recurso de apelación podrá ser interpuesto por los 
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intervinientes dentro de la misma audiencia, o en el término de tres días después de 

haberse notificado la sentencia. En el caso de haberse presentado un recurso de 

ampliación y/o aclaración de la sentencia de la primera instancia, el termino para 

interponer la apelación correrá desde la notificación del auto que conceda o niegue la 

aclaración y/o ampliación, sin perjuicio de su inmediato cumplimiento conforme lo 

establecido en la Constitución y la ley” (Sentencia No 045-13-SEP-CC, 2013) 

A demás, sobre este particular la Corte Constitucional en la sentencia 006-13-SI-CC. 

19-dic-2013. RO-S 230: 22-abr-2014, resuelve: 

“4. En ejercicio de la competencia atribuida a la Corte Constitucional en el artículo 436 

numerales 1 y 6 de la Constitución, en virtud del problema jurídico identificado en el 

caso, esta Corte Constitucional dicta la siguiente regla jurisprudencial de aplicación 

obligatoria con efecto erga omnes para todos los procesos en trámite y los que llegaren 

a presentarse con las mismas características: No es causa justificada de inejecutabilidad 

de una sentencia, las omisiones en la aplicación y ejecución oportuna del fallo, 

atribuibles a quien, debiendo cumplir la sentencia integra y oportunamente ha dejado 

de hacerlo.” (Sentencia 006-13-SI-CC, 2013). 

2.10 LA GARANTIA JUSRISDICCIONAL Y EL INTERES GENERAL 

Por otra parte, la LOGJCC, no contiene ninguna referencia a la valoración del interés 

general como presupuesto o límite para la adopción de medidas cautelares, pero en la 

acción  de protección es muy clara y manda  que podría interponerse contra toda 

política pública, nacional o local, que conlleve la privación del goce o ejercicio de los 

derechos y garantías.    

“Art. 85 C.R.E..- La formulación, ejecución, evaluación y control de las políticas 

públicas y servicios públicos que garanticen los derechos reconocidos por la 

Constitución, se regularán de acuerdo con las siguientes disposiciones: 
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1. Las políticas públicas y la prestación de bienes y servicios públicos se orientarán a 

hacer efectivos el buen vivir y todos los derechos, y se formularán a partir del principio 

de solidaridad. 

2. Sin perjuicio de la prevalencia del interés general sobre el interés particular, cuando 

los efectos de la ejecución de las políticas públicas o prestación de bienes o servicios 

públicos vulneren o amenacen con vulnerar derechos constitucionales, la política o 

prestación deberá reformularse o se adoptarán medidas alternativas que concilien los 

derechos en conflicto.[…]” (CRE, 2008) 

“[…] 2. Toda política pública, nacional o local, que conlleve la privación del goce o 

ejercicio de los derechos y garantías.” (LOGJCC L. L., 2015, pág. Art. 41) 

Se define uno de los presupuestos de concesión de las medidas cautelares en la 

Sentencia No 034-13-SCN-CC, dentro de la causa No 0561-12-CN, en la página 15, 

en donde la Corte Constitucional, establece: 

“Conforme nuestro ordenamiento jurídico, las medidas cautelares de índole 

constitucional proceden cuando la jueza o el juez tienen conocimiento de un hecho 

que amenaza de modo inminente y grave con violar un derecho o viola un derecho 

(artículo 27 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional). Así, en relación con el presupuesto de peligro en la demora, no basta 

o no es suficiente un simple temor, sino la inminencia de que el daño se producirá 

conculcando los derechos, de ahí que la jueza o el juez deberá ordenar las medidas 

que considere necesaria en el tiempo más breve posible, de forma inmediata y urgente 

desde que se recibió la petición de medida cautelar, de ser procedente en el caso 

concreto (artículo 29 de la Ley Or gánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional). Esto es uno de los fundamentos de las medidas cautelares, lo que hace 

imposible, entonces, que tenga que acudirse a un proceso ordinario y formalista. […]”. 

(Sentencia No 034-13-SCN-CC, Causa No. 561-12-CN, 2013)  
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Así pues, las pretensiones claramente descritas en las peticiones de medidas cautelares 

deben acreditar la  urgente e inmediata necesidad de evitar o cesar repercusiones a los 

derechos del accionante, ya que el periculum in mora es uno de los fundamentos de 

las medidas cautelares; lo que implica que, cuando existe el peligro en la demora, se 

activa el órgano constitucional para que el afectado no tenga que acudir al formalismo 

ordinario, ya que la garantía debe ser resuelto en la vía constitucional. 

Finalmente, las peticiones deben ser claras y concretas; estar escrita de tal manera que 

no quede duda de la pretensión, ni de que la pretensión actúe en la lógica de la ley ni 

de mecanismos legales de justicia ordinaria; sino que, quede muy claramente 

establecido que se trata de derechos constitucionales cuya defensa se debate en la 

estructura procesal constitucional. 

 

2.11 PROVIDENCIA GENERAL  MEDIDAS CAUTELARES AUTÓNOMAS 

Todos los conflictos humanos originados por motivo de la convivencia en sociedad se 

encuentran conectados en esencia a derechos y garantías fundamentales consagrados 

por nuestra Constitución; pero cuando el ordenamiento jurídico centra tales debates en 

aspectos de legalidad, no son las medias cautelares como Garantías Jurisdiccionales, 

la vía adecuada para su amparo. 

Para que opere la providencia de la garantía jurisdiccional, la Corte Constitucional en 

la Sentencia No 034-13-SCN-CC, dispone la verificación  razonable y justificada de 

los requisitos previstos en la ley para la resolución de una petición de tutela 

constitucional. 

“… c) Para la concesión de las medidas cautelares, autónomas o en conjunto, la jueza 

o juez constitucional requerirá la verificación previa de los presupuestos previstos en 
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el artículo 27, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 33 de la Ley Orgánica 

de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. Dicha verificación deberá ser 

razonable y justificada, la que se expondrá en la resolución que las concede.; d) La 

concesión de las medidas cautelares por parte de las juezas y jueces constitucionales 

debe siempre obedecer al principio de proporcionalidad, reconocido en el artículo 3 

numeral 2 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, 

lo cual deberá formar parte de la motivación de la resolución por medio de la cual 

estas se otorguen.; e) Adicionalmente a la inexistencia de medidas cautelares en vías 

administrativas u ordinarias, y a la prohibición de presentarlas contra la ejecución de 

órdenes judiciales, los presupuestos para la concesión de las medidas cautelares 

autónomas y en conjunto, en tanto garantías jurisdiccionales de los derechos 

reconocidos en la Constitución, la resolución de concesión deberá ser razonable y 

justificada en los siguientes términos:; i. Peligro en la demora, determinado en cada 

caso en razón de las circunstancias que justifiquen una acción urgente por la 

inminencia de un daño grave a uno o más derechos reconocidos en la Constitución; 

sea dicha gravedad causada por la imposibilidad de revertirlo, o porque su intensidad 

o frecuencia, justifiquen una actuación rápida, que no pueda ser conseguida de forma 

oportuna por medio de una garantía de conocimiento, sin perjuicio de la decisión 

definitiva que se adopte en esta última.; ii. Verosimilitud fundada de la pretensión, 

entendida como una presunción razonable respecto de la verdad de los hechos 

relatados en la solicitud.; g) En el caso de las medidas cautelares autónomas, de ser 

procedentes, deben ser ordenadas en la primera providencia. El destinatario de la 

medida cautelar podrá solicitar a la misma jueza o juez que dictó la medida su 

revocatoria por las causales establecidas en la ley. Cuando la jueza o juez considere 

que no procede la revocatoria, deberá determinar las razones mediante auto, que podrá 

ser apelado en el término de tres días.” (Sentencia No 034-13-SCN-CC, Causa No. 

561-12-CN, 2013) 
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Para que opere la provisionalidad de una providencia de garantía jurisdiccional, la 

Corte Constitucional en la Sentencia No 034-13-SCN-CC, dentro de la causa No 0561-

12-CN, dispuso lo siguiente: 

  “… 4. En razón de que esta Corte ha advertido que la activación de las medidas 

cautelares, en tanto garantías jurisdiccionales de los derechos reconocidos en la 

Constitución, ha sido objeto de confusiones por parte de los operadores de justicia que las 

conocen, en aplicación de su atribución para expedir sentencias que constituyan 

jurisprudencia vinculante, prevista en el artículo 436 numeral 6 de la Constitución de la 

República, emite las siguientes reglas a ser observadas, bajo prevenciones de sanción en 

los casos en los que se conozcan solicitudes de medidas cautelares:; a) Las medidas 

cautelares tienen el carácter de provisionales. Por tanto, el efecto de la resolución que las 

conceda subsistirá en tanto persistan las circunstancias que las justifique o concluya la 

acción constitucional destinada a la protección de derechos reconocidos en la 

Constitución, de haber sido presentada en conjunto con ella.; b) La concesión de medidas 

cautelares procede en caso de amenazas o violaciones a derechos reconocidos en la 

Constitución, con diferencia de objeto entre uno y otro supuesto: i. En caso de amenazas, 

el objeto de las medidas será prevenir la ocurrencia de hechos que se consideren 

atentatorios a derechos reconocidos en la Constitución. La amenaza se da cuando un bien 

jurídico no se encuentra afectado o lesionado, sino, en camino de sufrir un daño grave y 

la persona está sujeta a la inmediata probabilidad de que la vulneración se verifique. En 

este caso, por no verificarse todavía una vulneración del derecho constitucional, procederá 

la presentación de las medidas cautelares como garantías jurisdiccionales de manera 

autónoma.; ii. En caso de violaciones a derechos reconocidos en la Constitución, el objeto 

será cesar dicha situación. Se consideran como tales, aquellas situaciones en las que el 

ejercicio pleno de un derecho reconocido en la Constitución y en tratados internacionales 

de derechos humanos es impracticable, o cuando el bien jurídico es lesionado, es decir, 

cuando la persona ya ha sido víctima de una intervención ilícita. En dicho caso, las 
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medidas cautelares deberán ser necesariamente solicitadas en conjunto con una garantía 

jurisdiccional de conocimiento, se deberá condicionar la concesión de la medida cautelar 

a la constatación de un daño grave que pueda provocar efectos irreversibles o por la 

intensidad o frecuencia de la violación.” (Sentencia No 034-13-SCN-CC, Causa No. 561-

12-CN, 2013). 

 

2.12  EL INCUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES 

El numeral 4 del Art 86 de la Constitución de la República del Ecuador, menciona “Si 

la sentencia o resolución no se cumple por parte de servidoras o servidores públicos, 

la jueza o juez ordenará su destitución del cargo o empleo, sin perjuicio de la 

responsabilidad civil o penal a que haya lugar. Cuando sea un particular quien 

incumpla la sentencia o resolución, se hará efectiva la responsabilidad determinada en 

la ley.”; y, el numeral 9 del Art 436 de la Constitución de la República menciona que 

una de las atribuciones de la Corte Constitucional es la de: “Conocer y sancionar el 

incumplimiento de las sentencias y dictámenes constitucionales”. 

“La jueza o juez tienen la obligación de garantizar el cumplimiento y ejecución de las 

medidas cautelares, hacer el seguimiento de las mismas, e informar a las partes sobre la 

necesidad de mantener las medidas.” (Sentencia No 034-13-SCN-CC, Caso No 

0561-12-CN , pág. 23). 

 La Acción de Incumplimiento de Sentencias como garantía jurisdiccional establecida 

en la Constitución del 2008, está regulada en el artículo 93 de la Constitución de la 

República, que muy claramente garantiza el cumplimiento de sentencias mediante una 

acción de incumplimiento cuando la decisión cuyo cumplimiento se persigue contenga 

una obligación de hacer o no hacer clara, expresa y exigible. Así como también, los 

artículos del 52 a 57 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
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Constitucional. Mientras que, el trámite del incumplimiento de sentencias 

constitucionales, está regulado en el artículo 164 de la Ley Orgánica de Garantías 

Jurisdiccionales y Control Constitucional, que menciona “La acción de 

incumplimiento de sentencias constitucionales tendrá el siguiente trámite: 

1. Podrá presentar esta acción quien se considere afectado siempre que la jueza o 

juez que dictó la sentencia no la haya ejecutado en un plazo razonable o cuando 

considere que no se la ha ejecutado integral o adecuadamente. 

2. Cuando se trate del incumplimiento de sentencias expedidas dentro de procesos 

de garantía judiciales de derechos constitucionales, la jueza o juez competente, a 

petición de parte, remitirá el expediente a la Corte Constitucional, al cual 

acompañará un informe debidamente argumentado sobre las razones del 

incumplimiento suyo o de la autoridad obligada, para lo cual tendrá un término de 

cinco días desde el momento en que el interesado hizo la solicitud. 

3. En caso de que la jueza o juez se rehúse a remitir el expediente y el informe, o lo 

haga fuera del término establecido en el numeral anterior, el afectado podrá 

solicitar, directamente a la Corte Constitucional, dentro de los diez días siguientes 

al vencimiento del término señalado, que ordene a la jueza o juez la remisión del 

expediente y declare el incumplimiento de la sentencia. 

4. En caso de incumplimiento de sentencias y dictámenes de la Corte Constitucional, 

ésta de oficio o a petición de parte, ejecutará directamente las medidas necesarias 

para hacer efectiva su decisión.” (LOGJCC L. L., 2015) 
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3  CAPITULO III   

3.1 ASPECTOS METODOLÓGICOS 

Todo proceso investigativo científico requiere de métodos de investigación amplios, 

claros y específicos para cada rama de estudio.  La técnica, en cambio, es el conjunto 

de herramientas que requiere el método para materializar los fines investigativos. 

 En nuestro estudio de caso, basado en las ciencias jurídicas, el método que vamos a 

utilizar es el método cualitativo, mediante el cual presentaremos los resultados de 

nuestra investigación intitulada Medida Cautelar Autónoma como Garantía 

Jurisdiccional en el Ecuador.  

3.2 MÉTODOS 

Los métodos usados correctamente son una fuente de oportunidades para guiar las 

ideas y transformarlas en lo que se busca alcanzar.  El método es cual faro alumbra un 

camino, es la construcción mental del cómo hacer realidad lo que se plantea, hace del 

aprendizaje una aventura organizada de ideas, que nacen de un procedimiento 

investigativo que enriquece el aprendizaje y el desarrollo del caso de estudio. 

Los métodos usados en este caso de estudio son: intuitivo, inductivo, deductivo, 

analítico, histórico y sistemático.  

3.2.1 Método Intuitivo.   

El método intuitivo o también llamado método subjetivo es aquel que en la medida en 

que aumenta el conocimiento de los temas de investigación crea interrogantes, 

respuestas y conclusiones lógicas.  

En nuestro caso de estudio existe abundante doctrina sobre las tutelas cautelares, así 

como de los resultados de la aplicación en los sistemas jurídicos, el método intuitivo 
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nos colaborará en adentrarnos en los detalles, las diferencias y las coincidencias del 

contenido jurídico con el tema de investigación. 

3.2.2 Método inductivo y deductivo. 

El método deductivo también llamado método razonado puesto que se manifiesta 

como una respuesta de lo aprendido y sirve para crear construcciones lógicas 

específicas. Y, el método inductivo sirve para crear construcciones lógicas generales. 

En nuestro caso de estudio las construcciones lógicas generales del método deductivo 

nos llevan a cuestionamientos o implicaciones jurídicas que luego son estudiadas a 

profundidad por el método inductivo, con lo cual se construye la idea general.  

3.2.3 Método analítico. 

El método analítico consiste en la manifestación de lo aprendido para que con análisis 

y criterios se descubran los caracteres en un pensamiento, idea o palabra. 

En nuestro caso de estudio a cada tema le corresponden características diferentes, por 

ejemplo, descubrir los caracteres de una garantía constitucional.   

3.2.4 Método científico.  

El método científico es el más usado en todo tipo de investigaciones debido que se 

manifiesta en un marco protegido por la ciencia para llegar a las conclusiones. 

En nuestro caso de estudio el método científico nos sirve para desarrollar las 

explicaciones teóricas y describir sus fines. 

3.2.5 Método histórico. 

El método histórico se fundamenta en encontrar los fundamentos de lo aprendido con 

anterioridad para crear de ello algo nuevo o para modificarlo o desecharlo. 
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En nuestro caso de estudio encontraremos necesario el método histórico para 

determinar los cambios de las manifestaciones jurídicas en el Ecuador y con el uso de 

los otros métodos crear o modificar nuestras teorías. 

El aprendizaje constante de la evolución de las garantías jurisdiccionales muestra una 

serie de hechos que han influido en el sistema normativo constitucional ecuatoriano, 

además de iluminar la ruta por la que ha transitado el proceso de evolución de las 

medidas cautelares autónomas; así como ofrece un oportunidad para reformarlo. 

3.2.6 Método Sistemático. 

El método sistemático es un método que induce al orden, a la esquematización práctica 

de un tema.  Su aplicación permite estructurar contenidos con lazos que forman un 

conjunto de ideas que tienen un mismo fin.  

En nuestro caso de estudio encontraremos un sin número de ideas lógicas que usando 

el método sistemático se agruparán no solo para garantizar coherencia semántica, sino 

también, estética en las formas de relacionar las ideas y conceptos. 

3.3 TÉCNICAS  

Las técnicas de investigación son herramientas, y como tales su función instrumental 

es de colaboración para que, con el uso de los métodos investigativos se materialicen 

las ideas y se conviertan teorías, conceptos, principios, reglas, etc. 

Es necesario precisar que existen técnicas de investigación que van desde las 

sofisticadas por la especialización, hasta las más sencillas. Definitivamente la técnica 

apropiada en la investigación científica garantiza la facilidad en la implementación de 

los métodos a aplicarse y asegura una construcción lógica de lo investigado. 
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Estas herramientas no son exclusivas de un método en particular, al contrario, un 

método de investigación puede usar varias técnicas en la creación de cualquier fin 

investigativo. 

3.4 DESCRIPCIÓN DEL CASO 

La compañía Exxonmobil (Administradora de la estación de servicios La Garzota) el 

4 de mayo 2010, celebró contrato de arrendamiento entre el  propietario y la 

Distribuidora del Litoral “Patrimar” Cía. Ltda.   

El 2 de julio 2012, Exxonmobil celebró contrato de cesión de derechos de 

arrendamiento a favor de compañía Nuevas Operaciones Comerciales (Nucopsa).  

El propietario y la Distribuidora del Litoral “Patrimar” Cía. Ltda., en calidad de 

arrendadores (en adelante la arrendadora) de la estación de servicios la Garzota, 

alquiló el bien inmueble, ubicado en el sector IV etapa I solares 13, 14, 15, 16, 17 y 

18 de la Urbanización la Garzota a la compañía Nuevas Operaciones Comerciales 

Nucopsa (en adelante el Inquilino), para ello, formalizan el contrato de arrendamiento 

mediante escritura pública celebrada el 4 de agosto 2016 y posteriormente su 

inscripción en el Registro de la Propiedad el 15 de noviembre del 2016.  

El día 27 de septiembre 2016, se produjo un incendio en la estación de servicios la 

garzota que dejó pérdidas humanas y materiales, lo que impidió que el inquilino siga 

operando con el servicio de distribución y venta al público de combustibles líquidos 

derivados de los hidrocarburos por varios meses. Debido a tal catástrofe suspendieron 

actividades hasta el 19 de mayo 2017, por lo que, mencionan que se extendió el 

contrato hasta el 17 de septiembre 2019, mediante adendum de fecha 24 de enero 2019. 

El 18 de abril 2018, Exxonmobil Cía. Ldta., cambió su denominación por la de 

TERPEL-COMERCIAL ECUADOR CÍA. LDTA. mediante escritura pública, y 
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posterior a ello realizó la respectiva inscripción en el Registro Mercantil el 28 de mayo 

2018. 

Existiendo controversia entre las partes con respecto a la fecha de terminación del 

contrato de arrendamiento, mientras el inquilino aseguraba que se encontraba dentro 

de los plazos contractuales como arrendatario, el propietario arrendador, el 25 de 

septiembre 2017, realizaba operaciones de fusión y compraventa del inmueble de la 

estación de servicios la garzota, venta que se inscribe en el Registro de la Propiedad 

el 12 de noviembre 2018. 

La nueva propietaria VINAEX S.A., solicita permiso de operación a la Agencia de 

Regulación y Control de Hidrocarburíferos, quienes con fecha 21 de febrero de 2019, 

mediante Resolución No. ARCH-DCTC-COD-2019-0014-RES, resuelven: autorizar 

la modificación de la autorización de operación por cambio de comercializadora a la 

compañía Primax, para iniciar nuevas actividades de comercialización (autorización 

que estaba asignado al inquilino a favor de la comercializadora Terpel-Ecuador Cía. 

Ltda). En este sentido, la nueva propietaria del centro de distribución La Garzota es la 

compañía VINAEX S.A., la nueva arrendataria la compañía PRIMAX COMERCIAL 

DEL ECUADOR S.A.; y, la nueva distribuidora la compañía ATIMASA S.A. 

De aquello, el inquilino interpone petición de Medida Cautelar Autónoma,  solicitando 

que en la providencia de admisión se ordene, la revocatoria de la resolución de la 

Agencia de Regulación y Control Hidrocarburífero, No. ARCH-DCTC-COD-2019-

0014-RES, de fecha 21 de febrero 2019; también peticiona la revocatoria de la 

inscripción en el Registro de Propiedad del cantón Guayaquil de la escritura pública 

de fusión y compraventa que otorga el propietario arrendador y la Distribuidora del 

Litoral “Patrimar” Cía. Ltda. “en liquidación”, a favor de VINAEX S.A., de fecha 25 
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de septiembre 2017 e inscrito en el Registro de la Propiedad el 12 de noviembre 2018. 

El inquilino, argumenta amenaza y violación de derechos a: la igualdad formal, 

igualdad material y discriminación, derecho a realizar actividades económicas, 

derecho a la seguridad jurídica. 

Una vez presentada la Medida Cautelar Autónoma, la competencia de la causa, 

correspondió por sorteo de ley a la Unidad Judicial Norte 1 de Familia, Mujer, Niñez 

Y Adolescencia con sede en el cantón Guayaquil, Provincia del Guayas, Jueza Ab. 

Marcia Oliva Montero Trujillo con número de proceso 09209-2019-01028.  

Con fecha 7 de marzo 2019, en primer nivel de justicia constitucional se admite 

parcialmente la medida cautelar solicitada por NUCOPSA, hasta que los derechos y 

obligaciones relacionadas con el contrato de arrendamiento sean resueltas por las 

instancias jurisdiccionales correspondientes.   

Los afectados de la resolución de la jueza constitucional solicitaron la revocatoria de 

la medida cautelar en todos sus puntos. En consecuencia, el día 12 de abril 2019, la 

juzgadora señala que en la solicitud de revocatoria de las medidas cautelares solicitada 

tanto por la parte accionada como por los AMICUS CURIAE,  no han conseguido 

DEMOSTRAR que la amenaza grave a la actividad comercial y el derecho al trabajo, 

ni de los contratos firmados, hayan cesado por lo que resuelve NEGAR los pedidos de 

revocatoria de la medida cautelar dictadas en la causa. 

Luego de negada la Revocatoria, comparece la Procuraduría General del Estado 

solicitando RECURSO DE APELACIÓN, contra la sentencia dictada por la Ab. 

Tanya Loor Zambrano, Jueza de la Unidad Judicial Norte 1 de la Familia, Mujer, 

Niñez y Adolescencia del Cantón Guayaquil. 
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Por el sorteo de ley correspondió conocer y resolver a la Sala Especializada de lo Civil 

de la Corte Provincial de Justicia del Guayas, constituido por el Tribunal 

Constitucional, quienes de manera unánime resuelven RECHAZAR el RECURSO DE 

APELACIÓN interpuesto por la Procuraduría General del Estado, por lo que se 

ratificó una vez más que la resolución dictada el 12 de abril de 2019. 

Luego, la Compañía PRIMAX COMERCIAL DEL ECUADOR S.A., comparece por 

segunda ocasión en calidad de AMICUS CURIAE, solicitando a la Corte Provincial 

el recurso de  aclaración y ampliación del fallo. 

El 12 de agosto 2019, por auto general se informa rechaza recursos de ampliación, 

aclaración, revocatoria y apelación. 

“Guayaquil, lunes 12 de agosto del 2019, las 16h34, VISTOS: Agréguese a los autos 

el escrito presentado por el accionante, puesto en nuestros despachos para proveer.- 

En lo principal, el art. 281 del Código de Procedimiento Civil, dispone "El Juez que 

dictó sentencia, no puede revocarla ni alterar su sentido en ningún caso..." y el art. 282 

del mismo cuerpo legal, ordena "La aclaración tendrá lugar si la sentencia fuere 

obscura; y la ampliación, cuando no se hubiere resuelto alguno de los puntos 

controvertidos, o se hubiere omitido decidir sobre frutos, intereses o costas. La 

negativa será debidamente fundamentada. Para la aclaración o la ampliación se oirá 

previamente a la otra parte", en tal virtud, esta Sala ha procedido a atender las 

pretensiones de ambas partes, resolviendo los puntos controvertidos de la misma, 

dictando la sentencia que rechaza el recurso de apelación, en tal virtud, al estar la 

sentencia debidamente motivada, niega la solicitud de aclaración y ampliación 

solicitado. Notifíquese.-” (ACCIÓN DE PROTECCIÓN CON MEDIDA 

CAUTELAR, 2019, pág. 1) 
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3.5 ANÁLISIS Y EXPLICACIÓN DEL CASO 

En este caso intervinieron como parte accionada: La Agencia de Regulación 

Hidrocarburífera, La Procuraduría General del Estado; como parte accionante: La 

Compañía NUCOP S.A. 

“Las sentencias y dictámenes constitucionales son de inmediato cumplimiento, 

sin perjuicio de la interposición de los recursos de aclaración o ampliación, y 

sin perjuicio de su modulación.” (LOGJCC L. L., 2015, pág. art.162) 

La sentencia constitucional de primera instancia fue admitida parcialmente, hasta que 

los derechos y obligaciones relacionados con el contrato de arrendamiento sean 

resueltos por la vía administrativa o jurisdiccional que correspondan. 

Una vez que la Agencia  de Regulación cumplió con la resolución de la medida 

cautelar que consistía en la revocatoria de la resolución, en la cual resuelve otorgar el 

código de distribución de la Estación de Servicio la Garzota a favor de la compañía 

PRIMAX, solicitó revocatoria de la medida cautelar autónoma. 

El recurso de revocatoria fue inadmitido por la jueza de primera instancia, porque no 

fue suficiente retrotraer administrativamente los hechos que dieron lugar a la petición 

de medida cautelar; sino que también, se requería solución definitiva a la controversia 

de inquilinato, civil y todo lo que pueda afectar derechos.  

A pesar que, la concesión de la medida cautelar por parte de la jueza constitucional de 

primera instancia obedeció al principio de proporcionalidad reconocido en el artículo 

3 numeral 2 de la LOGJCC, la inadmisión fue apelada por todos los involucrados 

directos e indirectos que se vieron afectados por la admisión de la medida. 

“2. Principio de proporcionalidad.- Cuando existan contradicciones entre principios o 

normas, y no sea posible resolverlas a través de las reglas de solución de antinomias, 
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se aplicará el principio de proporcionalidad. Para tal efecto, se verificará que la medida 

en cuestión proteja un fin constitucionalmente válido, que sea idónea, necesaria para 

garantizarlo, y que exista un debido equilibrio entre la protección y la restricción 

constitucional.[…]” (LOGJCC L. L., 2015) 

La solicitud de revocatoria de la medida cautelar fue resuelta mediante resolución 

judicial sin litis, lo que causó inconformidad de los accionados y de los involucrados 

directa o indirectamente.  

“Art. 36.- Audiencia.- De manera excepcional y de considerarlo necesario, la jueza o 

juez podrán convocar a los involucrados a una audiencia para ordenar las medidas, 

modificarlas, supervisarlas o revocarlas.” (LOGJCC L. L., 2015). 

Los accionados solicitaron  recurso de Apelación, y el sistema constitucional activó la 

segunda instancia en la Corte Provincial del Guayas, para que trámite el procedimiento 

constitucional. 

La audiencia de apelación, estuvo conformada de dos abogados de la parte accionante, 

2 abogados de la defensa técnica,  1 abogado de la procuraduría  y 3 abogados de los 

amicus curiae.  En dicha audiencia, a pesar que la jueza ponente del tribunal, insistía 

preguntando a los abogados de la parte accionada, sobre los argumentos 

constitucionales con los que fundamentaban el recurso de apelación, solo obtuvo 

argumentos de justicia ordinaria que no quitaban mérito a la sentencia constitucional 

de primera instancia. 

Por otro lado, el Abogado de la parte accionante, insiste que la medida cautelar no 

tiene como propósito llegar a una respuesta del contrato de arrendamiento, que la vía 

pertinente es el Centro de Arbitraje y Mediación de la ciudad de Guayaquil; que no 

tienen que tratar en vía administrativa ningún tema, puesto que no buscan eliminar o 
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reafirmar la resolución de la Agencia de Regulación, que al contrario lo que buscan es 

la suspensión de la resolución hasta que exista un fallo del tribunal competente que 

confirme el destino final del bien arrendado. Y que por el contrario la medida cautelar 

tiene que ver con derechos constitucionales vulnerados y en peligro de vulneración. 

La razonabilidad de la Corte Provincial se ha previsto en ya varias resoluciones que 

sirven de jurisprudencia: 

“e) Adicionalmente a la inexistencia de medidas cautelares en vías administrativas u 

ordinarias, y a la prohibición de presentarlas contra la ejecución de órdenes judiciales, 

los presupuestos para la concesión de las medidas cautelares autónomas y en conjunto, 

en tanto garantías jurisdiccionales de los derechos reconocidos en la Constitución, la 

resolución de concesión deberá ser razonable y justificada en los siguientes términos: 

i)  Peligro en la demora, determinado en cada caso en razón de las circunstancias 

que justifiquen una acción urgente por la inminencia de un daño grave a uno o 

más derechos reconocidos en la Constitución; sea dicha gravedad causada por la 

imposibilidad de revertirlo, o porque su intensidad o frecuencia, justifiquen una 

actuación rápida, que no pueda ser conseguida de forma oportuna por medio de 

una garantía de conocimiento, sin perjuicio de la decisión definitiva que se adopte 

en esta última.” (Sentencia No 034-13-SCN-CC, Causa No. 561-12-CN, 2013) 

La decisión del Tribunal Constitucional de la Corte Provincial, ante el recurso de 

apelación, resolvió Rechazar el recurso de apelación interpuesto por la Contraloría 

General del Estado, en consecuencia se ratificó la resolución dictada por la jueza de 

primer nivel constitucional. 

Aun después de la resolución del tribunal, la compañía Primax, interpuso un recurso 

de aclaración y ampliación, que no tuvo lugar para los juzgadores de la Corte 

Provincial. 
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3.6 INFORME DE RESULTADOS 

3.6.1 Ficha de Resolución Constitucional de Primera Instancia. 

Tabla 1 

Generales de Ley, primera instancia. 

Tabla  1, Generales de Ley, primera instancia.  

FICHA DE ANÁLISIS DE RESOLUCIÓN  

CASO LA GARZOTA  

     

Elaborado por Raúl Santamaría Salazar 

     

No. DE PROCESO: 09209-2019-01028 

DATOS GENERALES 

FECHA DE LA 

SENTENCIA: 12 de abril de 2019  

TIPO DE PROCESO: CONSTITUCIONAL 

JUZGADOR: AB. MARCIA OLIVA MONTERO TRUJILLO 

DEMANDANTE: 

NUEVAS OPERACIONES COMERCIALES (NUCOPSA) S.A. 

DE LA SALA ESPECIALIZADA DE LO CIVIL DE LA CORTE 

PROVINCIAL DEL GUAYAS 

DEMANDADO: 

AGENCIA REGIONAL DE CONTROL 

HIDROCARBURIFERO DEL GUAYAS REPRESENTADA 

POR LOS SEÑORES ING. WILSON NUÑEZ ARGUELLO, 

COORDINADOR TÉCNICO DE LA COMERCIALIZACIÓN 

DE DERIVADOS DEL PETRÓLEO DE LA AGENCIA DE 

REGULACIÓN Y CONTROL HIDROCARBURIFERO; Y, ING. 

GUSTAVO GONZALEZ FIGUEROA EN SU CALIDAD DE 

DIRECTOR REGIONAL DE CONTROL 

HIDROCARBURIFERO Y COMBUSTIBLES DEL GUAYAS. 
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Tabla 2 

Petición del Accionante, primera instancia 

Tabla  2  Petición del Accionan te, primera  ins tancia  

EXPEDIENTE NÚMERO TIPO  LUGAR DE ORIGEN 

 

 09209-

2019-01028 

MEDIDA 

CAUTELAR 

AUTÓNOMA 

GUAYAQUIL 

MOTIVO: 

Carlos César Calderón Alvarez, en calidad de Representante Legal 

de la compañía Nuevas Operaciones Comerciales (Nucopsa) S.A 

interpone petición de medida cautelar autónoma, en contra de 

Agencia Regional De Control Hidrocarburifero Del Guayas 

representada por los Señores Wilson Nuñez Arguello, Coordinador 

Técnico de la Comercialización de derivados del petróleo; Y, 

Gustavo Gonzalez Figueroa en su calidad de Director Regional de 

Control Hidrocarburifero Y Combustibles del Guayas, dentro de 

un proceso constitucional autónomo como garantía jurisdiccional. 

     

PETICIÓN DEL 

ACCIONANTE: 

Se sirva ordenar que se revoque la Resolución No. ARCH-DCTC-

COD-2019-0014-RES, de fecha 21 de febrero 2019, emitida por el 

Ing. Wilson Patricio Núñez Arguello, en calidad de Coordinador 

de Control Técnico de la Comercialización de Derivados del 

Petróleo de la Agencia de Regulación y Control Hidrocarburífero; 

y, así mismo se revoque la inscripción en el Registro de Propiedad 

del cantón Guayaquil la escritura pública de fusión y compraventa 

que otroga el señor Marco Patricio Salazar Andrade y la 

Distribuidora del Litoral “Patrimar” Cía. Ltda., “En Liquidación” 

a favor de VINAEX S.A., de fecha 25 de septiembre 2017e inscrito 

en el Registro de la Propiedad el 12 de noviembre 2018. 

TEMA ESPECÍFICO: 
PETICIÓN DE MEDIDAS CAUTELARES AUTÓNOMAS 

CONSTITUCIONALES  
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Tabla 3 

Resumen de Decisión, primera instancia. 

Tabla 3, Resumen de Decisión, p rimera instancia.  

PARÁMETROS DE LA RESOLUCIÓN     

DECISIÓN RESUMEN: 

De la revisión de documentos que el accionante incluye en su 

petición, se constata que existe una evidente vulneración al derecho 

a la defensa, a un debido proceso y al ser cesado de un contrato de 

arrendamiento mediante la normativa legal que se establece en 

nuestra legislación y en las cláusulas contractuales, por lo que mal 

hace la entidad accionada en emitir la resolución mediante la cual 

otorga el código de distribución de la estación de Servicio La 

Garzota a la compañía PRIMAX cuando la empresa demandada 

aún mantiene contrato de arrendamiento vigente en dicha estación 

de servicio tal como se ha justificado, se concede parcialmente la 

Medida Cautelar solicitada hasta que los derechos y obligaciones 

relacionados con el Contrato de Arrendamiento celebrado el 4 de 

agosto de 2016 entre la compañía Distribuidora del Litoral 

Patrimar Cia. Ltda. y el ingeniero Marco Patricio Salazar Andrade 

en calidad de Arrendadores, y la compañía Nuevas Operaciones 

Comerciales (Nucopsa) S.A., en calidad de Arrendataria, sean 

resueltos por las instancias administrativas o jurisdiccionales 

correspondientes tal como se ha establecido en el contrato y en la 

ley, disponiéndose que se suspenden los efectos de la Resolución 

No. ARCH-DCTC-COD-2019-0014-RES de fecha 21 de febrero 

de 2019, emitida por el Ing. Wilson Patricio Núñez Arguello, en 

calidad de Coordinador de Control Técnico de la Comercialización 

de Derivados del Petróleo de la Agencia de Regulación y Control 

Hidrocarburífero. Medida sobre la que se deberá informar a esta 

autoridad por parte de la entidad accionada en el término 72 horas 

una vez que se le haya notificado a la Agencia Regional de Control 

Hidrocarburífero del Guayas. 
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Tabla 4 

Normas del Proceso, primera instancia. 

Tabla 4, Norm as del Proceso, primera  ins tancia.  

MARCO LEGAL CONSTIITUCIONAL     

NORMAS 

CONSTITUCIONALES 

CITADAS: 

Constitución de la República (CRE), art. 64.4, 66.15, 82, 87, 319.  

NORMAS 

CONSTITUCIONALES 

TRATADAS: 

Constitución de la República (CRE), art. 82, 87.  

Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional, artículo 6, 26, 27, 28. 

NORMAS 

CONSTITUCIONALES 

TRANSGREDIDAS: 

Constitución de la República (CRE), art. 76 numeral 7 literl a., y 

art. 82 
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3.6.2 Ficha de Resolución de Tribunal de la Corte Provincial. 

Tabla 5 

Generales de Ley, segunda instancia 
Tabla  5, Generales de Ley, segunda instancia  

FICHA DE ANÁLISIS DE SENTENCIA  

CASO LA GARZOTA  

     

Elaborado por Raúl Santamaría Salazar 

     

No. DE PROCESO: 09209-2019-01028 

DATOS GENERALES 

FECHA DE LA 

SENTENCIA: 25 DE JULIO 2019 

TIPO DE PROCESO: CONSTITUCIONAL 

TRIBUNAL DE LA SALA 

DE LO CIVIL DE LA 

CORTE PROVINCIAL 

DEL GUAYAS: 

DR. HUGO GONZALEZ ALARCÓN, AB. GABRIEL TAMA 

VELASCO; Y, AB. JOHANNA TANDAZO ORTEGA,  EN 

CALIDAD DE  JUEZA PONENTE  L 

DEMANDANTE: NUEVAS OPERACIONES COMERCIALES (NUCOPSA) S.A. 

DEMANDADO: 

AGENCIA REGIONAL DE CONTROL 

HIDROCARBURIFERO DEL GUAYAS REPRESENTADA 

POR LOS SEÑORES ING. WILSON NUÑEZ ARGUELLO, 

COORDINADOR TÉCNICO DE LA COMERCIALIZACIÓN 

DE DERIVADOS DEL PETRÓLEO DE LA AGENCIA DE 

REGULACIÓN Y CONTROL HIDROCARBURIFERO; Y, ING. 

GUSTAVO GONZALEZ FIGUEROA EN SU CALIDAD DE 

DIRECTOR REGIONAL DE CONTROL 

HIDROCARBURIFERO Y COMBUSTIBLES DEL GUAYAS. 
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Tabla 6 

Petición del Accionante, segunda instancia. 

Tabla  6, Petición del Accionan te, segunda  ins tancia  

EXPEDIENTE NÚMERO TIPO  LUGAR DE ORIGEN 

 

 09209-

2019-01028 

RECURSO 

DE 

APELACIÓN 

GUAYAQUIL 

MOTIVO: 

LA PROCURADURÍA GENERAL DEL ESTADO 

SOLICITANDO RECURSO DE APELACIÓN INTERPUESTO 

EN  CONTRA LA SENTENCIA DICTADA POR LA AB. 

TANYA LOOR ZAMBRANO, JUEZA DE LA UNIDAD 

JUDICIAL NORTE 1 DE LA FAMILIA, MUJER, NIÑEZ Y 

ADOLESCENCIA DEL CANTÓN GUAYAQUIL 

MANIFESTANDO QUE LA MEDIDA ES 

DESPROPORCIONADA Y QUE SE REVOQUE POR CUANTO 

NO SE HA AFECTADO NINGÚN DERECHO 

     

PETICIÓN DEL 

ACCIONANTE: 

LA PROCURADURÍA GENERAL DEL ESTADO HA 

MANIFESTADO QUE EXISTE LA VÍA DETERMINADA 

DENTRO DE LA LEY PARA LA RECLAMACIÓN DE 

DETERMINADOS DERECHOS Y NO ES LA JUSTICIA 

CONSTITUCIONAL LA QUE VA HACER ASISTIDA PARA 

ESTE TIPO DE MENESTERES, INDICA QUE ES 

IMPROCEDENTE ESTA ACCIÓN DE PROTECCIÓN, SE 

INCUMPLE CON EL ART. 27 DE LA LEY ORGÁNICA DE 

GARANTÍAS JURISDICCIONALES Y CONTROL 

CONSTITUCIONAL ASÍ TAMBIÉN INCURRIR EN VARIAS 

DE LAS CAUSALES DE IMPROCEDENCIA PREVISTAS EN 

LA LEY EN MENCIÓN.  

TEMA ESPECÍFICO: 
PETICIÓN DE MEDIDAS CAUTELARES AUTÓNOMAS 

CONSTITUCIONALES  
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Tabla 7 

Resumen de Decisión, segunda instancia 

Tabla  7, Resumen de Decisión, segunda ins tancia  

PARÁMETROS DE LA SENTENCIA     

DECISIÓN RESUMEN: 

EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ADMINISTRANDO 

JUSTICIA, EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL 

ECUADOR, Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y 

LAS LEYES DE LA REPÚBLICA, DE MANERA UNÁNIME 

RESUELVE RECHAZAR EL RECURSO DE APELACIÓN 

INTERPUESTO POR LA PROCURADURÍA GENERAL DEL 

ESTADO, EN CONSECUENCIA SE  RATIFICA LA 

RESOLUCIÓN DICTADA EL 12 DE ABRIL DE 2019 POR LA 

JUEZA A QUO 

          

 

Tabla 8 

Normas del Proceso, segunda instancia. 

Tabla  8, Normas del Proceso, segunda in stancia  

MARCO LEGAL CONSTIITUCIONAL     

NORMAS 

CONSTITUCIONALES 

CITADAS: 

Constitución de la República artículos 87, 26, 38  

NORMAS 

CONSTITUCIONALES 

TRATADAS: 

Constitución de la República (CRE), art. 86.3, 87, 326  

Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional, artículo 26, 27, 32,  35 

NORMAS 

CONSTITUCIONALES 

TRANSGREDIDAS: Constitución de la República (CRE), art. 76 numeral 7 literl a., art. 

82 
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4 CAPITULO IV 

4.1 PROPUESTA 

En virtud de la trascendencia estructural de todo derecho, principio, valor o regla 

normativamente reconocida en la constitución, el alcance jurídico de las medidas 

cautelares autónomas está definido por el alcance de los derechos desarrollados en el 

ordenamiento jurídico ecuatoriano. 

Constitucionalmente hablando, ni siquiera el interés general se interpone ante el objeto 

de las medidas cautelares de evitar o hacer cesar la violación a un derecho, entonces 

las medidas cautelares autónomas o en conjunto pueden ser peticionadas en muy 

variadas formas porque sus límites son subjetivos.  

A demás, la Corte Constitucional como máximo órgano de control, interpretación y 

de administración de justicia constitucional. En mérito de las competencias 

determinadas en la constitución, ha delimitado la protección de derechos mediante un 

desarrollo jurisprudencial normativo basado en la Ley, así como en la jurisprudencia. 

Por otra parte, la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, 

respecto de las medidas cautelares, determina: 

“Art. 26 LOGJCC.- Las medidas cautelares tendrán por objeto evitar o cesar la 

amenaza o violación de los derechos reconocidos en la Constitución y en instrumentos 

internacionales sobre derechos humanos. Las medidas cautelares deberán ser 

adecuadas a la violación que se pretende evitar o detener, tales como la comunicación 

inmediata con la autoridad o persona que podría prevenir o detener la violación, la 

suspensión provisional del acto, la orden de vigilancia policial, la visita al lugar de los 

hechos. En ningún caso se podrán ordenar medidas privativas de la libertad.” 

(LOGJCC L. L., 2015) 



44 

 

En este contexto, las medidas cautelares constitucionales representan un medio 

procesal de orden constitucional que protegen de manera urgente e inmediata el 

espectro de derechos fundamentales que no se encuentran tutelados a través de 

mecanismos legales u administrativos ordinarios, tal interpretación podría 

desnaturalizar la finalidad de la garantía jurisdiccional cuando se  implica que es una 

limitación procesal de mecanismos legales de otros procedimientos. 

La Corte Constitucional menciona que la resolución de concesión de medidas 

cautelares debe ser  justificada en los términos del peligro en la demora o que se 

evidencie una acción urgente  que  pueda evitar o cesar la vulneración de derechos, lo 

que conlleva a una solución constitucional que da respuestas no tan justas pero rápidas. 

“e) Adicionalmente a la inexistencia de medidas cautelares en vías administrativas u 

ordinarias, y a la prohibición de presentarlas contra la ejecución de órdenes judiciales, 

los presupuestos para la concesión de las medidas cautelares autónomas y en conjunto, 

en tanto garantías jurisdiccionales de los derechos reconocidos en la Constitución, la 

resolución de concesión deberá ser razonable y justificada en los siguientes términos: 

i)  Peligro en la demora, determinado en cada caso en razón de las circunstancias 

que justifiquen una acción urgente por la inminencia de un daño grave a uno o 

más derechos reconocidos en la Constitución; sea dicha gravedad causada por la 

imposibilidad de revertirlo, o porque su intensidad o frecuencia, justifiquen una 

actuación rápida, que no pueda ser conseguida de forma oportuna por medio de 

una garantía de conocimiento, sin perjuicio de la decisión definitiva que se adopte 

en esta última.” (Sentencia No 034-13-SCN-CC, Causa No. 561-12-CN, 2013) 

La propuesta va encaminada a disminuir las resoluciones judiciales de inadmisión de 

medidas cautelares; es decir, disminuir la cantidad de peticiones de garantías 

jurisdiccionales que no encuentran tutela en la justicia constitucional. Según la 
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jurisprudencia constitucional, las concesiones de inadmisión requieren un “criterio 

razonable” de los jueces de primer nivel, siendo en esa instancia donde el 

procedimiento constitucional muestra una debilidad insoslayable, porque no hay 

forma de evitar el prevaricato, cuando por su naturaleza un caso que debe tratarse en 

justicia constitucional se inadmite. 

 

4.2 CONCLUSIONES 

i. El procedimiento constitucional ecuatoriano requiere un desarrollo normativo 

tanto legislativo como jurisprudencial dinámico, donde se establezcan formas 

precisas y claras, de los límites de las medidas cautelares. Para que la 

inadmisión de peticiones no queden ocultas en la oscuridad de la injusticia. 

ii. La estructura normativa constitucional ecuatoriana, responde a la naturaleza 

jurídica de las acciones constitucionales, es por eso que, es donde se deben  

resolver los aspectos de derechos fundamentales ya que el procedimiento 

constitucional no está diseñado para eludir la garantía de los derechos 

constitucionales, ni para resolver los trámites de la justicia ordinaria ni 

administrativa en sede constitucional.   

iii. Si el peticionario de una medida cautelar debe encontrarse desprovisto de una 

alternativa legal de justicia ordinaria, con la cual pueda ser tutelado de forma 

urgente, para tener acceso a la inmediatez de una petición cautelar 

constitucional, entonces significa que la lógica de las leyes se impondría a la 

subjetividad de los derechos, y fracasaría la garantía jurisdiccional en el terreno 

constitucional. 

iv. El peligro de vulneración de derechos esenciales puede presentarse de una muy 

variada forma en las peticiones del reclamante, razón por la que, la LOGJCC 
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debería incluir sin lugar a interpretaciones que las medidas cautelares deben 

tramitarse considerando la urgencia como un factor principal; y por tal 

urgencia es que se debería determinar en el campo constitucional. 

 

4.3 RECOMENDACIONES  

a. Si la urgencia de protección es el fundamento de la garantía que se ampara, la 

Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional debe 

incluir un mecanismo de subsanación ejecutivo, para no desechar una petición 

de medida cautelar, porque en la actualidad por mero formalismo se niega 

justicia constitucional. 

b. La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional debe 

incluir mecanismos para acceder a recursos horizontales y verticales, en los 

casos de negación de justicia. 

c.  La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional debe 

incluir mecanismos para acceder a solicitudes de destitución en los casos de 

negación de justicia constitucional por causa de prevaricato en la primera 

instancia constitucional.  

d. La página oficial de la Corte Constitucional debería crear un fórum de análisis 

de peticiones de medidas cautelares inadmitidas, esto pondría en escrutinio 

público las resoluciones judiciales y mejoraría la Justicia Constitucional. 
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